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RESUMEN: Una vez entablada la relación laboral entre el empresario y el trabajador, será necesario llevar 
a cabo exámenes médicos en aras de garantizar la vigilancia de la salud del trabajador, conforme al art. 
14 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales (en adelante, LPRL). En este 
momento adquiere especial protagonismo la necesidad de consentimiento por parte del trabajador afec-
tado para poder realizar cualquier reconocimiento médico que puede afectar a derechos fundamentales, 
como el derecho a decidir, la intimidad o la protección de datos. La exigencia de aquiescencia por parte 
del trabajador a estar y pasar por una prueba que puede afectar, entre otros derechos fundamentales, a la 
intimidad, debe hacerse de forma inequívoca, ya que supone una intervención directa en el ámbito estric-
tamente personal y es preciso garantizar cualquier atisbo de intromisión en esa esfera privativa.

Al mismo tiempo que crea la regla, el art. 22 LPRL establece una serie de excepciones: la primera, 
establece la obligatoriedad en aquellos casos en los cuales la realización de los reconocimientos 
sea imprescindible para evaluar los efectos de las condiciones de trabajo sobre los trabajadores; la 
segunda, tiene como objeto verificar si el estado de salud del trabajador puede constituir un peligro 
para sí mismo, para los demás trabajadores o para otras personas relacionadas con la empresa; y la 
tercera, vendrá establecida en la las disposiciones legales. Las excepciones deben de ser interpretadas 
de forma restrictiva e incluso necesitarán de una mayor concreción por parte del legislador a fin de 
evitar que la regla general, la voluntariedad, se convierta en excepción.

Palabras clave: Salud laboral, prevención de riesgos laborales, examen genético, consentimiento, 
reconocimiento médico, intimidad, protección de datos.

ABSTRACT: Once the employment relationship between the employer and the worker has been 
established, medical examinations must be carried out in order to ensure that the health of the 
worker is monitored, as provided for in art. 14 LPRL. At this point, the need for consent by the worker 
concerned to be able to carry out any medical examination that may affect fundamental rights such 
as the right to decide, privacy or data protection takes on particular importance. The requirement that 
the worker must consent to be present and to pass a test which may affect, inter alia, fundamental 
rights to privacy, should be made unequivocally, since it involves direct intervention in the strictly 
personal sphere and any hint of interference in that private sphere must be guaranteed.

At the same time as creating the rule, art. 22 LPRL provides for a number of exceptions: the first 
one makes it compulsory in cases where the performance of examinations is essential to assess the 
effects of working conditions on workers; the second is to ascertain whether the worker’s state 
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of health may constitute a danger to himself, other workers or other persons connected with the 
undertaking; and the third is to be established in the legal provisions. Exceptions must be interpreted 
restrictively and even more need to be specified by the legislator in order to prevent the general rule, 
the voluntary rule, from becoming an exception.

Keywords: Occupational health, prevention of occupational hazards, genetic testing, consent, 
medical examination, privacy, data protection.
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1.  INTRODUCCIÓN

El desarrollo de las enfermedades genéticas y su detección precoz presenta una relevan-
cia especial en el ámbito laboral en atención a dos factores concurrentes: de un lado, la 
mayor exposición que pueden tener los trabajadores a determinados riesgos capaces de 
operar como un factor que actualice los rasgos de predisposición de la persona; de otro, 
su especial incidencia jurídica en el seno de la ordenación de las relaciones de producción, 
en particular, a partir de una exigente política de seguridad y salud laborales.

El empresario no podrá realizar exámenes genéticos previos a la relación laboral con 
carácter general (Yago-Díez, 2025), sin embargo, deberá llevar a cabo una vigilancia de 
la salud de los trabajadores una vez trabada la relación laboral, punto en el que toma 
especial protagonismo la necesidad de consentimiento por parte del trabajador afecta-
do para poder realizar cualquier reconocimiento médico que puede afectar a derechos 
fundamentales, como el derecho a decidir, la intimidad o la protección de datos.

El art. 22.1 de la LPRL, al propio tiempo que crea la regla, el respeto a las decisiones del 
trabajador; establece las excepciones a su carácter voluntario. El derecho a decidir del 
trabajador cede puntualmente ante el riesgo que pueda suponer la negativa de deter-
minado trabajador a la práctica de exámenes médicos que pudieran afectar a la salud 
del resto de trabajadores o de terceros.

2.  �LA VIGILANCIA DE LA SALUD EN EL ÁMBITO  
DE LAS RELACIONES LABORALES

Existen tres objetivos principales de la vigilancia de la salud del trabajador: la detec-
ción precoz de las repercusiones de las condiciones de trabajo sobre la salud, la iden-
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tificación de los empleados especialmente sensibles a ciertos riesgos; y finalmente, la 
adaptación de la tarea al trabajador siempre y cuando esta medida resulte asumible o 
proporcionada a la organización y al coste.

La vigilancia de la salud aparece sometida a protocolos específicos según los factores 
de riesgo existentes, cuyo contenido y periodicidad ha de determinar la Ley. Han de 
incorporar, además de datos clínicos, una descripción detallada del puesto de trabajo 
actual y de los anteriores en caso de disponer de ello, de los riesgos detectados y de 
las medidas de prevención adoptadas. Asimismo, el personal sanitario debe conocer las 
enfermedades y ausencias al trabajo de los miembros de la plantilla a los solos efectos 
de poder identificar su relación con los riesgos en el trabajo (Art. 37.3.c) y d), del Real 
Decreto 39/1997, Reglamento de los Servicios de Prevención —en adelante, RSP—).

De considerarse necesario, la vigilancia de la salud debe prolongarse más allá de la fina-
lización de la relación laboral, a cargo del Sistema Nacional de Salud (art. 22.5, LPRL)1. 
De algún modo, el personal sanitario debe analizar con criterios epidemiológicos y en 
colaboración con el resto del servicio de prevención, las posibles relaciones entre la 
exposición al riesgo profesional y los perjuicios para la salud, proponiendo las medidas 
adecuadas. Queda patente la necesidad de relacionar permanentemente las actividades 
sanitarias con el resto de las especialidades y el carácter multidisciplinar de las acti-
vidades preventivas. Por último, establece el art. 37.3.g) y f), del RSP, que también es 
necesario que se valoren especialmente los riesgos de las trabajadoras embarazadas y 
lactantes, de los menores y de los trabajadores especialmente sensibles.

Por regla general, la vigilancia de la salud es una actividad excluida de los procesos de 
selección. Un reconocimiento médico en ejercicio del derecho a la vigilancia de la salud 
no puede ser utilizado como sistema de obtención de datos o criterios de contratación 
o no de los trabajadores, pues la evaluación inicial debe realizarse después de la incor-
poración al trabajo, y no antes, quedando fuera las declaraciones previas de aptitud o 
no por razones de salud (Rodríguez Escanciano, 2021,p.  28).

Las funciones de vigilancia de la salud deben ser ejercidas por personal sanitario con 
competencia técnica, formación y capacidad acreditada —en los mismos términos que 
los establecidos en el art. 22.6 LPRL— contando los servicios de prevención que la 
realicen, al menos con un médico especialista en Medicina del Trabajo o diplomado en 
Medicina de Empresa y un ATS/DUE de Empresa.

1	 Piénsese, por ejemplo, en los casos de trabajadores sometidos a riesgo de inhalación de fibras 
de amianto.
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3.  �EL DEBER DE PROTECCIÓN DE LA SEGURIDAD  
Y SALUD DE LOS TRABAJADORES FRENTE A LOS RIESGOS 
LABORALES 

El empresario debe proteger la seguridad y salud de los trabajadores frente a los riesgos 
laborales, siendo la vigilancia de la salud una de las medidas instrumentales a adoptar, 
establecida en el art. 14 de la LPRL (Fernández Domínguez, 1999; Goñi, 2011; Ruiz-Fru-
tos, 2011; Bandrés, 2011; De la Guardia, 2020; Fernández-Costales, 2019). El objetivo 
principal de la vigilancia es la detección de posibles daños a la salud derivados del 
trabajo. Consistirá en buena medida, por tanto, en descubrir los efectos que los riesgos 
inherentes al trabajo pueden provocar en el trabajador, con manifestación, en su caso, a 
través de una alteración de la salud o estado de normalidad orgánica y funcional, tanto 
física como mental (Tascón, 2023; Rodríguez, 2023). Sin embargo, el cumplimiento de 
esta obligación de seguridad supone mostrar la mayor diligencia a la hora de respon-
der a las necesidades específicas de tutela que cada operario pueda imponer. A tal fin 
parece obvio que las averiguaciones sobre la constitución genética del trabajador le 
proporcionarán una idea más precisa de la identidad y entidad de los daños probables y 
le permitirán ponerse en el mejor camino a la hora de aplicarse a prevenirlos (Fernández 
Domínguez, 1999). La prevención de riesgos laborales puede definirse cómo: “el esfuer-
zo organizado por la sociedad para prevenir los problemas de salud y promover la salud 
de los trabajadores” (Delclós, 2007, p. 43).

Posteriormente a la contratación, no solo cabe, sino que procede realizar exámenes 
médicos en aras de garantizar la vigilancia de la salud del trabajador. Los test genéticos 
en estos casos están orientados a identificar predisposiciones que causan hipersensibi-
lidad a determinadas sustancias existentes en el centro de trabajo (Lorente, 2012). La 
finalidad, es y debe ser la protección de la salud del propio trabajador o candidato al 
puesto de trabajo (Fernández Domínguez, 1999; Salcedo, 2008; Martínez de Aguirre, 
2017). Se consagra el derecho básico de los trabajadores a una protección eficaz en 
materia de seguridad y salud en el trabajo, en correlación con el deber del empresario 
de protección de los trabajadores frente a los riesgos laborales2. El foco no está aquí, 
por tanto, en los beneficios del empresario, sino en el interés del propio empleado. La 

2	 Así se desprende de los arts. 22 y 25 de la LPRL, la regulación del derecho a la seguridad y salud 
en el trabajo se realiza, en dicha Ley, en desarrollo de la previsión del art. 40.2 CE —el cual dispone 
que [...] los poderes públicos velarán por la seguridad e higiene en el trabajo [...], relacionándose, 
además, con derechos como el de igualdad recogido en el art. 14 CE o deberes de los poderes 
públicos como, en especial, los previstos en el art. 9.2 CE—; del Convenio número 155 de la OIT 
(OIT, 155, 1981); y de la normativa comunitaria, en particular de la Directiva 391/89, relativa a la 
aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la salud de los trabajadores 
en el trabajo (CEE, Directiva 391/1989). Este derecho de protección que, en palabras del Preám-
bulo, “desborda el mero cumplimiento formal de un conjunto predeterminado, más o menos 
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causa de justificación no se basa principalmente en el consentimiento del candidato 
o trabajador, sino en las exigencias objetivas de salud que un determinado puesto de 
trabajo requiere. Para ello, procede determinar que el cumplimiento de ese deber de 
seguridad lleva al empresario a proponer la realización en beneficio de la salud del 
trabajador resultando estas, en consecuencia, admisibles.

En las últimas décadas, la investigación de la genética humana ha experimentado una 
evolución vertiginosa impulsada por el desarrollo de las tecnologías de secuenciación 
de nueva generación o Next-Generation Sequencing (NGS)3. Se trata de un conjunto de 
metodologías y plataformas que permiten decodificar la información genética de cual-
quier individuo. Este avance tecnológico ha mejorado radicalmente el conocimiento 
sobre la base genética del ser humano y su implicación en muchas de las enfermedades, 
permitiendo analizar el código genético de cada paciente con una rapidez y precisión 
sin precedentes (Molinero, 2025).

La medicina personalizada de precisión trata de mejorar la prevención, el diagnóstico 
y el tratamiento de algunas enfermedades de forma precisa por medio de la secuen-
ciación del ADN teniendo en cuenta la variabilidad de los genes en un determinado 
individuo. Esos datos genómicos obtenidos se relacionan con datos clínicos, de expo-
sición ambiental (contaminación, tabaco…) y hábitos de vida (alimentación, estrés…), 
los cuales pueden ser factores epigenómicos que influyen sobre los genes modificando 
la actividad de su ADN, para afectar a cantidad de procesos fisiológicos y patológicos, 
como algunos tipos de cáncer, enfermedades neurológicas, inmunológicas, etc. En el 
desarrollo fenotípico del embrión también intervienen, además de los genes, factores 
epigenómicos internos (propios del embarazo) o externos (radiaciones, carencias nutri-
cionales, etc.) (Blanco, 2025, p. 32).

Los avances de la genética permiten un mayor conocimiento de la vinculación que exis-
te entre las enfermedades, sean monofactoriales o multifactoriales, y la predisposición 
genética a desarrollarlas. Si la problemática vinculada al desarrollo de las enfermedades 
genéticas y su detección presenta relevancia para la población en general, aún más la 
tiene en el ámbito laboral, en primer lugar, por la mayor exposición que pueden tener 
los trabajadores a determinados riesgos; en segundo término, por el contexto específi-

amplio, de deberes y obligaciones empresariales y, más aún, la simple corrección a posteriori de 
situaciones de riesgo ya manifestadas”, se desarrolla en su Capítulo III.

3	 La tecnología de Next-Generation sequencing (NGS) incluye diferentes técnicas de secuencia-
ción, clasificadas según el tipo de información genética que lee: (1) secuenciación del genoma 
completo: lectura de la totalidad del genoma; (2) secuenciación del exoma completo: lectura 
de los exones o regiones codificantes de genes responsables de la síntesis de proteínas; (3) 
secuenciación del transcriptoma: lectura del ARN mensajero para el estudio de la expresión de 
los genes; y, (4) secuenciación del metiloma: lectura de los patrones de modificaciones del ADN 
por metilación para el estudio de la regulación génica.
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co que, desde el punto de vista jurídico, adquieren las relaciones laborales. Aunque la 
primera imagen que ofrecen las nuevas tecnologías en relación con la seguridad y la 
salud en el trabajo es su consideración como amenaza, es necesario valorar las posibili-
dades que ofrecen para avanzar hacia entornos de trabajo más seguros o hacia nuevos 
mecanismos e instrumentos que permiten prevenir riesgos y proteger a los trabajadores 
frente al daño (Agra, 2023).

La información genética de cada persona es cualitativamente distinta a la mera infor-
mación relativa a la salud. No solo se puede acceder a aquellas enfermedades cono-
cidas tradicionalmente como enfermedades genéticas —enfermedades cuya etiología 
es exclusivamente genética—, sino que mediante la realización de análisis genéticos o 
pruebas de detección genética (genetic screening), en la actualidad, es factible conocer 
el estado de salud de un individuo e incluso predecir el riesgo de desarrollar una en-
fermedad en un futuro (Weidenslaufer, et. al., 2022). Los datos genéticos de la persona 
presentan singularidades tales como su carácter único que permite la identificación de 
la persona; revela información científica, médica y personal tanto actual como futura 
de la persona; ofrece información o solo del individuo, sino también de su familia bio-
lógica; y, permite identificación la pertenencia a comunidades étnicas (Jiménez, 2023). 

Si el examen genético tiene como finalidad la comprobación de cierta anomalía conec-
tada de alguna forma con la mayor probabilidad o incluso certeza de desarrollar una 
actividad, se podría admitir la realización de la prueba genética, pues si consta que 
determinadas sustancias o agentes tienen la condición de factor ambiental desencade-
nante de enfermedades hereditarias, el examen podría conducir a descubrir en el traba-
jador dicho factor de riesgo y a poner los remedios para tratar de prevenir o de evitar la 
manifestación de la enfermedad. De lo contrario, la mera y simple consideración de la 
protección de la salud sin un riesgo objetivo constatable derivado del puesto de trabajo 
no legitimaría el análisis. Desde esta perspectiva, enlazando con el establecimiento de 
esta prohibición en el art. 21 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (UE, 2010/C 83/02), su realización únicamente estará permitida cuando esté 
directamente conectado con las exigencias de salud que le impidan realizar los aspec-
tos esenciales del concreto puesto de trabajo para el cual opta. En todo caso, por tanto, 
haría falta acreditar una conexión objetiva, contrastada o contrastable con el conteni-
do, condiciones, medios o formas de las tareas laborales a realizar (Rodríguez-Piñero et 
al., 1994; Calvo, 2008; Goñi, 2011; Martínez de Aguirre, 2017).

Uno de los riesgos de las pruebas genéticas es que por su propia naturaleza propor-
cionan más información que la apropiada, pertinente y no excesiva en relación con el 
ámbito y los objetivos definidos (Molinero, 2025), resultan conflictivos los usos secun-
darios que pueden tener las pruebas genéticas —para examinar los efectos de la perso-
na trabajadora sobre una exposición continuada a un determinado ambiente— o las de 
control genético —para comprobar la predisposición a determinados riesgos laborales—, 
en tanto que los test genéticos revelan mucha más información de la que realmente 
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deviene necesaria a tales efectos, pudiendo dar lugar a supuestos de discriminación 
genética (Sancho, 2021). En la actualidad es imposible focalizar los estudios genéticos 
a inquietudes puntuales, el registro de datos es amplísimo y abarca datos de inte-
rés, datos irrelevantes e incluso, en ocasiones, datos sumamente trascendentes, pero, 
asimismo, no esperados, estos son los llamados ‘hallazgos incidentales o secundarios’ 
(Sardi, 2020).

4.  �LA EXIGENCIA DE CONSENTIMIENTO PARA LA PRÁCTICA 
DE PRUEBAS GENÉTICAS Y LA AFECTACIÓN DE DERECHOS 
FUNDAMENTALES

La regulación concreta del deber que recae en el empresario de proteger la seguridad y 
salud de los trabajadores frente a los riesgos laborales se desarrolla en el art. 22 LPRL, 
donde se recoge el principio de exigencia del consentimiento del trabajador en el ejer-
cicio de la vigilancia de la salud por parte del empresario (TC, 2004, FJ 7)4. La regulación 
descansa, por tanto, en un principio vertebral: la voluntariedad, como regla general, de 
los reconocimientos médicos (Fernández-Costales, 2019).

Desde este punto de vista, si bien el reconocimiento médico, sea cual sea su contexto, 
debe contar con todas las garantías exigidas por la ley y afirmadas por los tribunales, la 
indudable trascendencia de los datos genéticos no solo para el trabajador, sino también 
para su familia (Almendros, 2024; Molinero, 2025), en la medida en la cual pueden 
quedar marcados de manera indeleble por un posible rasgo detectado, convierten al 
consentimiento en pieza fundamental a la hora de aplicar cuanto prevé el art. 22 LPRL 
respecto a una prueba del contenido de la aquí abordada (TC, 2004, FJ 7). Motivo por 
el cual parece preciso establecer, sucintamente, algunas claves que permitan ubicar la 
materia a tratar dentro del deber genérico de exigir la aquiescencia del trabajador para 
el examen médico (Benussi, 2020). De forma sintética podemos subrayar los siguientes:

1.º	 A partir de cuanto dispone el art. 14.2 de la Directiva 89/391/CEE del Consejo, 
relativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la 
salud de los trabajadores en el trabajo, debe quedar constancia de la voluntad del 
trabajador sobre la necesidad de estar y pasar por una prueba que puede afectar, 
entre otros derechos fundamentales, a la intimidad, pues supone una intervención 
directa en el ámbito estrictamente personal y es preciso impedir cualquier atisbo 

4	 La Sentencia del Tribunal Constitucional 196/2004 resume en su fundamento jurídico 7, tras 
razonar las condiciones de la excepcionalidad que, en suma, la regla es —y la regla tiene una 
clara base constitucional a tenor de la conexión íntima entre los reconocimientos médicos y 
derechos fundamentales como el de la intimidad personal— la conformidad libre, voluntaria 
e informada del trabajador para la vigilancia y protección de su salud frente a los riesgos del 
trabajo.
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de intromisión en esa esfera privativa (Delgado, 2021; López, 2023). Lo contrario 
supondría que la conducta empresarial invadiría la esfera privada de la persona 
trabajadora y resultaría lesiva del derecho a la protección de datos personales, por 
tanto, las decisiones fundadas sobre dicha evidencia obtenida sin consentimiento 
de la persona trabajadora deberán ser declaradas nulas (Gordo, 2024).

2.º	 Consecuencia de la necesaria protección de la intimidad de la persona trabajadora 
es el deber de confidencialidad que recae en quien recaba y trata los datos genéti-
cos. El derecho del paciente a la confidencialidad de su intimidad es correlativo al 
deber que hay de protegerla, guardando secreto y salvaguardando toda la informa-
ción de los accesos y usos indebidos. Los datos genéticos son especialmente sensi-
bles, por lo cual tiene que existir sobre ellos un nivel de protección muy alto, ya que 
su conocimiento indebido puede tener consecuencias nefastas para las personas 
en el terreno laboral, de los seguros y en otros órdenes de la vida (Blanco, 2025). El 
desarrollo de las nuevas tecnologías incrementa el dominio del empresario sobre la 
relación laboral y sobre la persona trabajadora hecho que constituye una amenaza 
para los derechos de esta (Costales, 2025; Tovar, 2024). En el supuesto de personas 
trabajadoras con algún rasgo diferencial el tratamiento jurídico del consentimien-
to se torna aún más complicado (González, 2025).

3.º	 La reciente normativa de protección de datos de carácter personal y cuanto más 
los sanitarios que reciben una protección cualificada, exige que los mismos sean 
tratados de forma lícita, con fines determinados, explícitos y legítimos (art. 6.1, 
Reglamento 2016/679). La licitud requiere que el tratamiento cuente con una cau-
sa de legitimación, que, en este caso, debe de ser el consentimiento del afectado 
(art. 6 Ley Orgánica 3/2018), pues el cumplimiento de la obligación legal aplicable 
al responsable del tratamiento, en este caso, el deber de vigilancia de la salud, no 
permite recabar datos sanitarios del trabajador sin su consentimiento.

4.º	 La Ley 15/2022, de 12 de julio, ha incluido como causa de discriminación la pre-
disposición genética a sufrir patologías o trastornos (art. 2.1). La predisposición 
genética puede ser definida como una mayor probabilidad de desarrollar en un 
futuro una determinada enfermedad basada en las circunstancias genéticas de 
una persona. La introducción de esta nueva causa de discriminación supone una 
novedad frente a la situación anterior, pues la predisposición genética no podía ser 
incluida en las causas anteriormente previstas de enfermedad o discapacidad. Se 
trata, por el contrario, de una situación que no se manifiesta y que se basa, bien 
en la realización de pruebas genéticas a partir de las cuales se puede deducir que 
hay una mayor probabilidad de desarrollar una enfermedad en el futuro, o bien en 
la sospecha de que existe esa mayor probabilidad por diversos motivos como los 
antecedentes familiares, la raza o la edad (Aguilera, 2023). La discriminación ge-
nética se caracteriza por la ausencia de visibilidad de la causa discriminadora para 
terceros y, en muchos casos, para el propio sujeto pasivo 
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5.º	 La realización de estos exámenes médicos, presidida por esa voluntariedad, podrá 
alcanzar los estadios previos a la contratación, pero necesariamente deberán ser 
ofrecidos con posterioridad, una vez entablada la relación. De este modo, no solo 
cabe, sino que procede, una oferta suficiente para que el trabajador pueda ver sa-
tisfechas aquellas expectativas centradas, tanto cuando es simple candidato a un 
puesto como cuando ya ha accedido al mismo, en una adecuada protección pre-
ventiva de la salud. Este es el sentido final de cuanto prevén el Convenio núm. 155 
de la OIT, la Directiva 89/391/CEE, de 1989 y el art. 40.2 CE; y que toman forma 
concreta en los arts. 22 y 25 de la LPRL.

6.º	 El contexto fértil del art. 21 de la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea (UE, 2010/C 83/02), lleva a colegir que, a pesar de todo, los exámenes 
médicos encuentran un nuevo límite en su necesaria vinculación a determinadas 
exigencias de salud que pudieran impedir realizar al trabajador determinados actos 
esenciales para el puesto al cual opta o que está desempeñando (Aguilera, 2023). 
En consecuencia, su realización exige una conexión funcional, en la medida en la 
cual nunca podrá alcanzar proyección sobre otros ámbitos hipotéticos que poco 
o nada tengan que ver con su concreta actividad productiva (Rodríguez-Piñero, 
1994; Calvo, 2008; Goñi, 2011).

7.º	 No solo los derechos a la intimidad y protección de datos del trabajador se ven 
afectados. También el derecho a decidir y del derecho a estar informado. El tra-
bajador, con carácter general, puede legítimamente rechazar la información, pues 
el derecho a no saber también forma parte del contenido del derecho de informa-
ción (Tarodo, 2025: 6). En el caso de los exámenes genéticos, los resultados de las 
pruebas también pueden afectar a derechos fundamentales de familiares que se 
encuentren unidos al trabajador por lazos de sangre.

8.º	 Al mismo tiempo que crea la regla, el propio art. 22.1 LPRL establece las excepcio-
nes a su carácter voluntario; de preferirlo, la intimidad cede puntualmente ante el 
riesgo que pudiera afectar al derecho a la salud del resto de trabajadores o terceros 
(Goñi, 2011; Fernández-Costales, 2019; Martínez Otero, 2024). También el art. 6.1 
del Reglamento 2016/679, contempla dicha excepción como una causa de legiti-
mación que permite obtener datos incluso sin consentimiento del interesado.

5.  �LAS EXCEPCIONES A LA NECESIDAD DE CONSENTIMIENTO. 
LOS EXÁMENES MÉDICOS DE CARÁCTER OBLIGATORIO 

Inmediatamente posterior a expresar el consentimiento del trabajador (Roberts, 2022), 
el mismo art. 22.1 LPRL establece una serie de excepciones a su carácter voluntario, 
pudiendo el empleado resultar obligado si para los casos previstos, su necesidad ex-
cepcional queda total y perfectamente demostrada; priorizando, además, el beneficio 
colectivo sobre el derecho individual para aquellos puestos de trabajo que impliquen 
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una gran responsabilidad, como puede ser el de controlador aéreo, piloto o miembro 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (FCSE). En este sentido, si el objetivo 
del test es detectar una patología capaz de afectar seriamente a intereses de terceros, 
el test estará justificado. La directa relación que existe entre la vigilancia periódica de 
la salud de los trabajadores con el derecho a la protección eficaz y el correlativo deber 
del empresario que el art. 14 LPRL prescribe, permite considerarla en primera instancia 
como un derecho de los trabajadores, pero naturalmente sometido a las limitaciones 
derivadas del correcto ejercicio de la obligación empresarial y de los derechos de terce-
ros (Martínez de Aguirre, 2017; Fernández-Costales, 2019).

El derecho del trabajador a preservar su intimidad cede, en este sentido, ante el derecho 
a la salud del resto de trabajadores o de terceros susceptibles de resultar afectados, sin 
resultar discriminatoria la selección y exclusión de determinadas personas individualmen-
te propensas a sufrir ciertas enfermedades para el desempeño de ciertas funciones en las 
cuales la actualización de dichos riesgos pudiera tener graves repercusiones para terceros 
(Goñi, 2011; Fernández-Costales, 2019). Cede también el derecho a decidir, pues nos en-
contraríamos ante un supuesto excepcional en el que la práctica de los exámenes médicos 
sería obligatoria, en el marco de la relación laboral. No así el derecho a estar informado 
(Tarodo, 2025), pues, aunque el trabajador no pudiera decidir, habría que informarle tan-
to de las circunstancias que determinan la obligatoriedad de la realización del examen 
médico como de todos los aspectos clínicos y jurídicos que caen bajo la responsabilidad 
generada por un deber de informar normativamente establecido.

La Ley contempla tres excepciones. Para que entren en juego se precisa un informe pre-
vio de los representantes de los trabajadores, lo que será analizado de forma conjunta 
con lo establecido por la jurisprudencia (TC, 2004), por la considerable imprecisión que 
ofrece en algunos casos la norma. 

5.1.  �La evaluación de los efectos de las condiciones de trabajo para 
la salud

La primera de las excepciones establece la obligatoriedad en aquellos casos en los cua-
les la realización de los reconocimientos sea imprescindible para evaluar los efectos de 
las condiciones de trabajo sobre los trabajadores. La norma permite un cierto margen 
para las excepciones, pero ofrece, también, una enorme ambigüedad en su redacción 
(Sala, 1996), sobre todo en aplicación de esta primera causa, pues en general, el límite 
del carácter imprescindible o no del reconocimiento para la evaluación de los efectos 
de las condiciones de trabajo para la salud de los trabajadores puede ser muy difuso e 
incluso, llevado al extremo, omnicomprensivo. 

Esta sentencia pone de relieve varios problemas, en relación con la aplicación del principio 
de proporcionalidad, concluyendo que “para comprobar si una medida restrictiva de un de-
recho fundamental supera el juicio de proporcionalidad, es necesario constatar si cumple los 
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tres requisitos o condiciones siguientes: si tal medida es susceptible de conseguir el objetivo 
propuesto (juicio de idoneidad); si, además, es necesaria, en el sentido de que no exista otra 
medida más moderada para la consecución de tal propósito con igual eficacia (juicio de 
necesidad); y, finalmente, si la misma es ponderada o equilibrada, por derivarse de ella más 
beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros bienes o valores en 
conflicto (juicio de proporcionalidad en sentido estricto)” (TC, 2004).

En este sentido, establece los parámetros que han de concurrir para la obligatoriedad 
de sometimiento a las pruebas genéticas señalando como “notas que justificarían en su 
conjunto la desfiguración de la regla ordinaria de libertad de decisión del trabajador” 
(TC, 2004) las siguientes: en primer lugar, “proporcionalidad al riesgo (TC, 2000; TC, 
1995; TC, 1996; TC, 1998) (por inexistencia de opciones alternativas de menor impacto 
en el núcleo de los derechos incididos)”. En segundo término, “la indispensabilidad de 
las pruebas (por acreditarse ad casum la necesidad objetiva de su realización en aten-
ción al riesgo que se procura prevenir, así como los motivos que llevan al empresario a 
realizar la exploración médica a un trabajador singularmente considerado)”. Por último, 
“la presencia de un interés preponderante del grupo social o de la colectividad laboral 
o una situación de necesidad objetivable (descrita en los supuestos del segundo párrafo 
del art. 22.1)”, es decir, que debe constituir el único procedimiento posible o razonable, 
entendiendo que este carácter únicamente se da en aquellos supuestos en los cuales no 
exista otro procedimiento alternativo válido para proceder a tal evaluación, aunque la 
ardua tarea de pensar en un mecanismo que permita valorar la incidencia y compatibi-
lidad de las condiciones de trabajo sobre la salud del trabajador con la misma eficacia a 
la proporcionada por las pruebas (Fernández Villazón, 1997; Purcalla, 1997; De Vicente, 
1998; San Martín, 2004; Fernández-Costales, 2008).

5.2.  El peligro para la salud

La segunda excepción aparece establecida con objeto de verificar si el estado de salud 
del trabajador puede constituir un peligro para sí mismo, para los demás trabajadores o 
para otras personas relacionadas con la empresa, por ejemplo, en el ámbito público, el 
caso del controlador aéreo, piloto o miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del 
Estado (FCSE), ocupaciones que requieren un grado de fiabilidad absoluto5.

5	 A modo de ejemplo, la Ley Orgánica 9/2015, de 28 de julio, de Régimen de Personal de la Policía 
Nacional establece, en su art. 26.1.d) que los futuros Policías Nacionales no deben hallarse 
incluidos en ninguna de las causas de exclusión físicas o psíquicas que impidan o menoscaben 
la capacidad funcional u operativa necesaria para el desempeño de las tareas propias de la 
Policía Nacional, lo que se desarrolla reglamentariamente en el Real Decreto 326/2021, por el 
que se aprueba el cuadro médico de exclusiones para el ingreso en la Policía Nacional.
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Continúa señalando que “la obligatoriedad no puede imponerse, en cambio, si únicamen-
te está en juego la salud del propio trabajador, sin el añadido de un riesgo o peligro cierto 
objetivable, pues aquél, según se dijo, es libre para disponer de la vigilancia de su salud 
sometiéndose o no a los reconocimientos en atención a las circunstancias y valoraciones 
que estime pertinentes para la decisión” (TC, 2004). No obstante, en la práctica, normal-
mente es difícil desconectar el riesgo individual del riesgo objetivable. El Constitucional, 
avala la obligatoriedad “si existe un riesgo o peligro objetivable” (TC, 2004). 

El pronunciamiento desestima un recurso y declara ajustada a derecho la exigencia 
de una empresa a someter a reconocimientos médicos a 700 trabajadores de las Bri-
gadas Rurales de Emergencias, entendiendo que existe una previsión legal —art. 22.1 
LPRL— que ampara la obligatoriedad, por concurrir uno de sus presupuestos; el tipo 
de reconocimiento practicado es necesario (no existiendo alternativa para verificar el 
estado de salud), proporcional e idóneo. En este sentido, el tribunal valora la actividad 
como “compleja y arriesgada que exige una buena capacidad física y psicológica, por 
desarrollarse frecuentemente en terrenos accidentados, con muy altas temperaturas y 
grandes emisiones de humo, y también su trabajo consiste en la prestación de auxilio a 
personas y cosas en catástrofes y emergencias, como nevadas e inundaciones, de modo 
que su correcto estado de salud evita o minimiza los peligros derivados del indiscutible 
riesgo de dicho trabajo, tanto para el propio trabajador como para los terceros relacio-
nados con la empresa”. Además, añade que la medida controvertida puede evitar riesgos 
durante el desarrollo de la actividad laboral en el futuro: “la detección de enfermeda-
des que conviertan en inadecuadas las tareas encomendadas evitará que los propios 
trabajadores puedan tener que ser auxiliados en situaciones de emergencia, haciendo 
surgir un riesgo para terceros”. Por último, rechaza que la obligatoriedad suponga una 
violación del derecho a la propia intimidad, argumentando cómo no prevalece el interés 
individual de los trabajadores en este caso, “aparece otro interés preponderante: el del 
resto de compañeros, o incluso de terceras personas” (TC, 2004). 

Conviene subrayar que el riesgo para el propio trabajador o para terceros debe ser 
identificado siempre atendiendo a su relación con las funciones desempeñadas por el 
trabajador; es decir, a efectos de la obligatoriedad, un mismo estado de salud puede o 
no suponer un riesgo, dependiendo de las condiciones en que se produzca (Martínez 
Fons, 2002; San Martín, 2004; Fernández-Costales, 2019)6.

En cuanto hace a la idea de proteger al trabajador de sí mismo, un sector de la doctrina 
observa en ello un cierto paternalismo del legislador, e incluso no falta quien considera 

6	 Así, por ejemplo, quien padezca la apnea del sueño pondrá en peligro su integridad física y 
la de los demás si es conductor de un autobús, pero no si es auxiliar administrativo, y quien 
padezca enfermedades contagiosas solo constituirá un peligro para la salud de terceros si en 
su concreta actividad existe riesgo de transmisión de dicha enfermedad.
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que el trabajador debe ser libre de asumir riesgos para sí mismo (González, 1996; Fernán-
dez Villazón, 1997; San Martín, 2004). Con todo, el Tribunal Constitucional expone que 
los derechos fundamentales no solo deben incluir derechos subjetivos de libre ejercicio 
por los individuos y garantías institucionales, sino también deberes positivos por parte de 
los poderes públicos. En este sentido, además de no lesionar la obligación de respeto a la 
esfera individual del individuo protegida por los derechos fundamentales, existe también 
una “obligación positiva de contribuir a la efectividad de tales derechos, y de los valores 
que representan, aun cuando no exista una pretensión subjetiva por parte del ciudadano. 
Ello obliga especialmente al legislador, quien recibe de los derechos fundamentales ‘los 
impulsos y líneas directivas’, obligación que adquiere especial relevancia allí donde un 
derecho o valor fundamental quedaría vacío de no establecerse los supuestos para su 
defensa” (TC, 1985), rasgo a partir del cual se explica el carácter proteccionista de esta 
norma respecto a la capacidad individual del trabajador, pues el riesgo asumido por quien 
decide negarse a las pruebas genéticas podría afectar, a su vez, a terceros. Por tanto, no 
solo se trata de proteger al trabajador individualmente considerado, sino de salvaguardar 
un interés general —la salud pública—, controlando los riesgos en el trabajo, en la medida 
en la cual el trabajador constituye el riesgo en virtud de su estado biológico (Martínez 
Fons, 2002; San Martín, 2004)7.

Las razones expuestas están revestidas de un amplio grado de subjetividad a la hora de 
apreciar o no su concurrencia, pareciendo necesaria una mayor concreción por parte del 
legislador de forma que se evitase que la regla general, la voluntariedad, se convierta en 
excepción (TC, 2004). En todo caso, la libertad de la que dispone y disfruta el trabajador 
a la hora de prestar su consentimiento termina allí donde empieza el riesgo grave y 
posible de terceros que no están obligados a soportar la indolencia de este trabajador 
(Fernández-Costales, 2019).

5.3.  Riesgos específicos y actividades de especial peligrosidad

La última de las excepciones a la voluntariedad tendrá lugar cuando así venga esta-
blecido en una disposición legal en relación con la protección de riesgos específicos y 
actividades de especial peligrosidad (TC, 2004, FJ 6)8.

7	 Dicha obligatoriedad debemos enlazarla con lo dispuesto en el art. 25 de la Ley 31/1995, de 8 
de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, en virtud del cual “los trabajadores no serán 
empleados en aquellos puestos de trabajo en los que, a causa de sus características personales, 
estado biológico o por su discapacidad física, psíquica o sensorial debidamente reconocida, pue-
dan ellos, los demás trabajadores u otras personas relacionadas con la empresa ponerse en situa-
ción de peligro o, en general, cuando se encuentren manifiestamente en estados o situaciones 
transitorias que no respondan a las exigencias psicofísicas de los respectivos puestos de trabajo”.

8	 Como señala la Sentencia 196/2004, en su fundamento jurídico 6, dicha previsión adapta al 
campo de la salud laboral la lógica propia de la normativa sanitaria, que contempla también 
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El supuesto referido a la disposición legal ha de ser entendido, naturalmente, en sentido 
amplio, es decir, incluyendo los desarrollos reglamentarios, los más comunes, teniendo 
en cuenta cómo la regulación de la prevención de riesgos laborales en España, desde 
un punto de vista cuantitativo, principalmente reglamentario, habiéndose calificado la 
LPRL como una norma básica y genérica (San Martín, 2004)9.

Por contra, los convenios colectivos —considerados por algunos autores integrados en 
la alusión a las disposiciones legales— (Sala, 1996; Fernández Villazón, 1997; De Vi-
cente, 1998) pueden regular y precisar los casos en los cuales operan las excepciones 
al principio de voluntariedad, pero no pueden en modo alguno prever otros supuestos 
de obligatoriedad distintos a los establecidos por la Ley, ni introducir en la discipli-
na de los reconocimientos médicos obligatorios aspectos que no encajen en el marco 
de las directrices de referencia. Únicamente podrá colaborar con la norma estatal en 
la delimitación y precisión de las excepciones legalmente establecidas al principio de 
voluntariedad, actuando de forma complementaria (Sempere, 1996). Fuera de tales su-
puestos, el trabajador podrá mostrar su oposición a tales pruebas llevando, en su caso, 
a la responsabilidad de carácter civil e incluso penal para el empresario (Goñi, 1999).

6.  BREVES CONSIDERACIONES CONCLUSIVAS

I.	 Una vez entablada la relación laboral entre el empresario y el trabajador, será 
necesario llevar a cabo exámenes médicos en aras de garantizar la vigilancia de la 
salud del trabajador, conforme al art. 14 LPRL. Dicha vigilancia tiene como objeti-
vos la detección precoz de las repercusiones de las condiciones de trabajo sobre la 
salud; la identificación de los empleados especialmente sensibles a determinados 
riesgos, incluidos los directa o indirectamente vinculados al componente genético; 
finalmente, la adaptación de la tarea al trabajador siempre y cuando esta medida 
resulte asumible o proporcionada a la organización y al coste.

tratamientos médicos obligatorios en determinadas circunstancias (art. 9.2 de la Ley 41/2002, 
de 14 noviembre, básica reguladora de la autonomía del paciente y de derechos y obligaciones 
en materia de información y documentación clínica).

9	 Por ello, la alusión a las disposiciones legales debe interpretarse ampliamente, como com-
prensiva de toda norma legal o reglamentaria que contenga previsiones en este sentido (por 
ejemplo, el art. 39 de la Ley 25/1964, de 29 de abril, sobre energía nuclear, añadiendo a ello la 
amplísima normativa reglamentaria como el Real Decreto 1316/1989, de 27 de octubre, sobre 
protección de los trabajadores frente a los riesgos derivados de la exposición al ruido; Real 
Decreto 664/1997, de 12 de mayo, sobre la protección de los trabajadores contra los riesgos 
relacionados con la exposición a agentes biológicos durante el trabajo; Real Decreto 488/1997, 
de 14 de abril, por el que se establecen las disposiciones mínimas de seguridad y salud relativas 
al trabajo con equipos que incluyen pantallas de visualización; Real Decreto 53/1992, de 24 de 
enero, que aprueba el Reglamento de protección sanitaria frente a las radiaciones ionizantes.
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II.	 El trabajador debe prestar su consentimiento de forma inequívoca a pasar por una 
prueba que puede afectar a derechos fundamentales como la intimidad, protección 
de datos, información y derecho a decidir. El consentimiento del trabajador juega 
así una pieza clave a la hora de aplicar el art. 22 LPRL, aunque la causa de jus-
tificación de esos exámenes no se basa en el consentimiento propiamente dicho, 
sino en las exigencias objetivas de salud que un determinado puesto de trabajo 
requiere. Dichos exámenes deben estar directamente conectados a la vigilancia de 
las exigencias de salud que impidan a la persona trabajadora realizar los aspectos 
esenciales del puesto de trabajo concreto que desempeñe.

III.	 Al mismo tiempo que crea la regla, el art. 22 LPRL establece los casos en que la 
voluntariedad del trabajador queda en un segundo plano, por resultar imprescin-
dibles los reconocimientos médicos para evaluar los efectos de las condiciones de 
trabajo de los empleados, cediendo el derecho del trabajador a preservar su intimi-
dad ante el derecho a la salud del resto de trabajadores o terceros. El TC establece 
que en dichos casos deben concurrir una serie de requisitos; la proporcionalidad 
al riesgo, la indispensabilidad de las pruebas y la presencia de un interés prepon-
derante del grupo social o de la colectividad laboral o una situación de necesidad 
objetivable.

IV.	 La norma otorga un cierto margen para las excepciones; éstas, sin embargo, apa-
recen revestidas de un amplio grado de subjetividad a la hora de poder valorar su 
concurrencia. Tal ocurre, sobre todo, en aplicación de la primera causa, pues, en 
general, el límite del carácter imprescindible del reconocimiento para la evaluación 
de los efectos de las condiciones de trabajo para la salud de los trabajadores puede 
ser muy difuso e, incluso, llevado al extremo, omnicomprensivo, se hace necesaria 
una mayor concreción por parte del legislador a fin de evitar que la regla general, 
la voluntariedad, se convierta en excepción.

V.	 La realización de pruebas genéticas predictivas afecta a derechos fundamentales: 
intimidad, protección de datos, derecho a la información y derecho a decidir, tanto 
de la personal trabajadora como de las personas unidas a esta por lazos sanguí-
neos. Junto con la intimidad y protección de datos que únicamente pueden verse 
tratados bajo consentimiento de la persona afectada, cobra especial relevancia el 
derecho de la persona trabajadora a no sabes, opción que puede llevarle a recha-
zar un examen genético vinculado con la actividad a realizar, siempre que no nos 
encontremos ante una de las excepciones que justificaría la realización obligatoria 
del examen genético.

VI.	 La posibilidad de realizar pruebas genéticas sin consentimiento del trabajador debe 
de ser interpretada de forma restrictiva. El riesgo de afectación a derechos fun-
damentales del trabajador y de las personas unidas a él por vínculos genéticos, 
exige que su realización sea excepcional, directamente vinculada a la actividad del 
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trabajador, bajo supuestos previamente contemplados en la normativa y garanti-
zando la seguridad y confidencialidad de los datos genéticos del trabajador. Cobra 
relevancia el derecho a no saber del paciente, pues puede no querer conocer si 
tiene o no una disposición genética a padecer determinada enfermedad.

VII.	 La realización obligatoria de pruebas genéticas predictivas es una medida grave 
que supone la imposición de un tratamiento médico obligatorio, en este caso, 
un examen médico que afecta a datos muy sensibles que ofrecen información 
indeleble no solo sobre la persona trabajadora, sino también sobre los familiares 
presentes y futuros unidos a ella por lazos de sangre. La medida debe realizarse 
únicamente, amparada en el principio de legalidad, cuando no exista una medida 
similar voluntaria que produzca los mismos efectos, con una relación directa entre 
la enfermedad genética que se trata de detectar y la actividad a desempeñar, con 
todas las garantías de seguridad y ciberseguridad que permitan una protección 
adecuada de dichos datos especialmente sensibles.

VIII.	En el caso de la excepción por afectar a la salud del propio trabajador o de terceros, 
habría que diferenciar dos supuestos diferentes. Cuando el único afectado por la 
falta de información genética sería el propio trabajador y cuando por la especial 
naturaleza de la actividad los afectados pueden ser terceros. En el primero de los 
casos la protección de la propia salud del trabajador nunca debería de ser un mo-
tivo que permitiera la realización de un examen genético en contra de su voluntad, 
supondría un supuesto no justificado de paternalismo del Estado, pues es el titular 
de los bienes jurídicos afectados el que debe decidir sobre la prevalencia de unos 
sobre otros.
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